Tema 45 Civil

PROPIEDADES ESPECIALES


El C.C., al regular los distintos derechos reales, parte de la idea de que estos recaen sobre una cosa “normal”, esto es, corpórea, determinada y susceptible de tenencia material.


Algo similar ocurre con la Propiedad. El artículo 348.1º del C.C. dice:

“La propiedad es el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes.”

Pero ante la diversidad de bienes que pueden ser objeto de dominio, el C.C. en su Libro 2º “De los bienes, de la propiedad y sus modificaciones” dedica el Título IV a “Algunas Propiedades Especiales”. Está dividido en 3 Capítulos:

1/De las aguas (arts. 407 a 425).

2/De los minerales (arts. 426 y 427)

3/De la propiedad intelectual (arts. 428 y 429).

La doctrina civil también considera como Propiedades especiales las que recaen sobre Montes y la Propiedad Industrial. Así mismo, se destacan las importantes limitaciones a la propiedad impuestas por la legislación de Costas.

Sea cual fuere la razón para calificar a una Propiedad como “especial” (sobre este punto existen un gran número de opiniones doctrinales), el hacerlo la somete a una  fuerte intervención del poder público. Prueba de ello es que su régimen jurídico está contenido en múltiples disposiciones administrativas que hacen prácticamente inútiles los preceptos del C.C. sobre la materia. 

Destacar, no obstante, la aplicación de los preceptos del C.C. como disposiciones supletorias en lo no previsto por esas leyes especiales. (Art. 4.3 C.C.).

PROPIEDAD DE LAS AGUAS

· Concepto.

ALBALADEJO, al hablar de Propiedad de Aguas, se refiere no a las porciones individualizadas de tal líquido (ej: agua embotellada), que obviamente puede ser objeto de propiedad “normal”, sino a la que recae sobre las masas de agua, estancadas o corriente. 

Éstas, según el C.C., se consideran bienes inmuebles. El art. 334. 8º dice:

“Son bienes inmuebles:

...

8º.Las minas, canteras y escoriales, mientras su materia permanece unida al yacimiento y las aguas vivas o estancadas.”

· Normativa.
Esta materia se encontraba regulada con anterioridad al C.C. por Ley de 1879, que fue derogada posteriormente por la Ley de Aguas de 1985. Esta última Ley introdujo un cambio profundo al proclamar el principio de dominio público hidráulico del Estado, lo que implica que, salvo contadas excepciones, no existan aguas de dominio privado.

Esta misma tónica fue seguida por Ley de 1999 de modificación de la Ley de 1985.

Así como por el actual y vigente Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, que deroga las anteriores Leyes de 1985 y 1999.

· Clases de Aguas.
1/Aguas marítimas. Distinguiendo:


a) El mar globalmente considerado, que no es cosa en sentido jurídico.

b) El mar litoral o mar territorial (agua marítima que ciñe las costas o fronteras de los dominios de España), que es de dominio público, formando el llamado Dominio Público Marítimo.

2/Aguas terrestres, también llamadas continentales. Forman el llamado Dominio Público Hidráulico del Estado. A ellas nos referimos a continuación.

-------Regulación del Texto Refundido de la Ley de Aguas 2001--------.
· Objeto de la Ley. (art.1).
Es la regulación del dominio público hidráulico, el uso del agua y la protección de las aguas continentales, costeras y de transición en el ejercicio de las competencias atribuidas al Estado en esta materia por el art. 149 de la CE.

Destaca la concepción unitaria del ciclo del agua, constituyendo las aguas continentales superficiales, como las subterráneas renovables, un recurso unitario.

Corresponde en todo caso al Estado la planificación hidrológica.

Las aguas minerales y termales se regularán por su legislación específica.

· Definición de Dominio Público Hidráulico. (art.2).
Lo constituyen, con las salvedades expresamente establecidas en esta Ley:

1. Las aguas continentales, tanto las superficiales como las subterráneas renovables.

   2. Los cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas.

3. Los lechos de los lagos y lagunas y los de los embalses superficiales en cauces públicos.

4. Los acuíferos, a los efectos de los actos de disposición o de afección de los recursos hidráulicos.

5. Las aguas procedentes de la desalación de agua de mar.

· Excepciones al dominio público estatal.
1/Las charcas situadas en los predios de propiedad privada, que se considerarán como parte integrante de los mismos siempre que se destinen al servicio exclusivo de tales predios, y sin perjuicio de la legislación ambiental correspondiente  (art. 10).

2/Los lagos, lagunas y charcas sobre las que existan inscripciones expresas en el Registro de la Propiedad, conservarán el carácter dominical que ostentaren en el momento de la entrada en vigor de la Ley de Aguas de 1985. (Disp. Adic. 1ª).

· Aprovechamientos de las Aguas Públicas.
En el TR se distinguen las siguientes clases de usos:

1-Usos comunes generales: Tales como beber, bañarse y otros usos domésticos.





    No requieren autorización administrativa previa.

2-Usos comunes especiales: Requieren autorización administrativa previa.

    


                Ej: La navegación.

3-Usos privativos.

-El uso privativo, sea o no consuntivo, sólo podrá adquirirse:



1-Por disposición legal.



2-Por concesión administrativa.


Nunca podrá adquirirse por prescripción.


1-Por disposición Legal.

El propietario de una finca podrá aprovecharse de las aguas pluviales que discurran por ella y las estancadas en sus linderos. Con sujeción a las limitaciones de la Ley, respeto a derechos de terceros y prohibición de abuso de derecho.

También se podrán utilizar en un predio aguas procedentes de manantiales cuando el volumen total anual no sobrepase los 7000 metros cúbicos.

No en Baleares, que por Ley de medidas tributarias y administrativas de 2003 requieren autorización administrativa.

En estos usos privativos concedidos por la Ley, parece no necesaria su inscripción en el Registro de la Propiedad. No obstante, en el supuesto de manantiales parece conveniente.


2-Por concesión administrativa.

Se otorgará discrecionalmente, si bien la resolución ha de ser motivada. Para su otorgamiento se establece un orden de preferencia fijado por el Plan Hidrológico de Cuenca correspondiente, o en su defecto, se seguirá el establecido en el TR. En todo caso, la concesión se entiende concedida sin perjuicio de tercero.

La concesión se otorgará con carácter temporal y plazo no superior a 75 años. El concesionario podrá inscribir la misma presentando el título concesional y la certificación de estar inscrito el aprovechamiento en el Registro administrativo de aguas.

Cualquier modificación de las características de una concesión requerirá previa autorización administrativa del mismo órgano otorgante.

Cabrá la revisión de las concesiones en casos de fuerza mayor o en general por alteración sobrevenida de las circunstancias.

-Transmisión de los Aprovechamientos:

El art. 63 del TR admite la posibilidad de transmitir total o parcialmente, o gravar el aprovechamiento de aguas.

Sólo cuando el aprovechamiento implique un servicio público será necesario autorización administrativa previa.

Dado los términos de la Ley, parece que será necesario documento público e inscripción en el Registro Administrativo de Aguas.



-Extinción de los usos privativos.

El derecho al uso privativo de las aguas, cualquiera que sea el título de adquisición, se extingue:



1-Por el término del plazo de su concesión.



2-Por caducidad de la Concesión. Esto es:

a/Por incumplimiento de cualquier condición esencial o plazos previstos en la concesión.

b/Por interrupción permanente de la explotación durante 3 años consecutivos imputable a su titular.



3-Por Expropiación Forzosa.



4-Por Renuncia expresa del Concesionario.

Además, hay que tener en cuenta, que en casos de sequías extraordinarias, de sobreexplotación grave de acuíferos, o similares estados de emergencia, el Gobierno podrá, mediante Decreto, adoptar las medidas necesarias respecto a estos usos privativos, aun cuando hubiesen sido objeto de su concesión.

· Órganos regulados en el TR.
-Consejo Nacional del Agua: Órgano consultivo superior de la materia. Conformado por Representantes de la Administración del Estado, de las CC.AA., Entes Locales, Organismos de Cuenca y Organizaciones Económicas y Profesionales más representativas.

-Organismos de Cuenca: Son organismos autónomos que rigen los intereses de sus respectivas cuencas hidrográficas con facultades administrativas y dispositivas. Su principal función es elaborar el plan hidrológico de cuenca, así como su seguimiento y revisión. Tienen órganos de gobierno, administración y cooperación propios.

-Registro de Aguas: Registro de carácter público llevado por cada Organismo de Cuenca en el que se inscribirán de oficio las concesiones de agua y sus modificaciones, siendo medio de prueba la inscripción en él de la existencia y situación de la concesión. Se podrán otorgar las certificaciones oportunas sobre su contenido cuando así lo estime el Organismo de Cuenca.

· Comunidades de Usuarios.
Son aquellas entidades formadas por todos los usuarios de una misma toma o concesión. Su constitución es de carácter obligatorio.

Tienen el carácter de Corporación de Derecho Público y estarán adscritas al Organismo de Cuenca correspondiente.

Cuando el destino principal de las mismas fuera el riego, se denominarán Comunidades de Regantes. En otro caso, se denominarán según el calificativo que caracterice el destino del aprovechamiento colectivo.

Tienen potestad reglamentaria interna, que se manifiesta en las Ordenanzas y Estatutos redactados y aprobados por los usuarios y sometidos a la aprobación administrativa del Organismo de Cuenca, los cuales no podrán ser denegados sin previo dictamen del Consejo de Estado.

Las principales facultades de las Comunidades de Usuarios son:


1-Ejecución de los acuerdos incumplidos con cargo al usuario.

2-Podrán ser beneficiarias de la Expropiación Forzosa y de la imposición de servidumbres necesarias para el cumplimiento de sus fines.

3-Las deudas a la Comunidad de Usuarios gravarán la finca correspondiente con eficacia real, aunque cambie de dueño.


Las principales obligaciones son:

1-Establecer sus Ordenanzas y presentarlas en plazo. En su defecto el Organismo de Cuenca les impondrá las que estime convenientes.

2-Realizar las obras e instalaciones que la Administración les ordene.


Organización:



1) Junta General o Asamblea: Constituida por todos los usuarios.



2) Junta de Gobierno: Órgano ejecutivo de la Com. de Us.

3) Jurado: Con funciones jurisdiccionales y sancionadoras en el ámbito interno.


Para una mejor defensa de sus intereses, las Comunidades de Usuarios pueden agruparse en organizaciones de ámbito mayor, como son las Juntas Centrales de Usuarios y las Comunidades Generales.

MINAS

· Normativa principal.

-Art. 149.1.25 de la C.E. que atribuye al Estado competencia exclusiva en lo que se refiere a las bases del régimen minero y energético.

-Ley 22/1973 de minas, modificada por Ley de 1980 en relación con las facultades dominicales sobre el subsuelo.

-Reglamento General para el régimen de la minería aprobado por RD 2857/1978.

· Dominio público de los yacimientos minerales y demás recursos geológicos.
Las sustancias minerales mientras permanecen unidas al yacimiento, son bien inmueble (art. 334. 8º CC). 

Todos los yacimientos de origen natural y demás recursos geológicos existentes en el territorio nacional, mar territorial y plataforma continental son bienes de dominio público.

Respecto de los mismos, el Estado podrá asumir directamente la investigación y aprovechamiento o bien cederla según las formas y condiciones establecidas en la Ley.

En lo que se refiere a las aguas minerales y termales, su investigación y aprovechamiento se regula por la Ley de Minas.

· Clasificación de los Recursos Mineros.
1/SECCIÓN A. ( ROCAS). 

Recursos de escaso valor económico y comercialización geográfica restringida, así como aquellos cuyo aprovechamiento único sea obtener fragmentos de tamaño y forma apropiados para su utilización directa en obras de infraestructuras, construcción y otros usos que no exigen más operaciones que los de arranque, quebrado y calibrado.

Aprovechamiento: 


-En terrenos de dominio privado: al dueño de los mismos.

-En terrenos patrimoniales del Estado, Provincia o Municipio: bien a sus titulares o bien a los particulares por medio de cesión.

-En terrenos de dominio y uso público, el aprovechamiento será común.

Requisitos:

En cualquiera de los casos citados se debe obtener con carácter previo la oportuna autorización de explotación de la Delegación Provincial correspondiente del Ministerio de Industria.

2/SECCIÓN B (AGUAS Y ESTRUCTURAS).

Son aguas minerales, aguas termales, estructuras subterráneas y los yacimientos formados como consecuencia de operaciones reguladas en la Ley (escoriales).

Aprovechamiento:

Se exige como regla general autorización, con algunas prioridades en supuestos especiales.

3/SECCIÓN C (MINERALES EN GENERAL).

Comprende todos los yacimientos y recursos minerales no comprendidos en los casos anteriores.

Aprovechamiento:


Se exige la obtención de los oportunos permisos regulados en la Ley:



-Permisos de exploración (1 año prorrogable por otro año más).

-Permisos de investigación (3 años como máximo pero también prorrogables). 

-Permiso o concesión de explotación, otorgado por el Estado a través de la Dirección General de Minas por un plazo de 30 años, prorrogable por plazos iguales hasta un máximo de 90 años.

4/SECCIÓN D (MINERALES ENERGÉTICOS).

Comprende el carbón, minerales radiactivos, recursos geotérmicos, rocas bituminosas y cualesquiera otros yacimientos minerales o recursos geológicos de interés energético.

Aprovechamiento: Similar a los de la Sección C, con ciertas salvedades a favor del Estado.

Queda fuera del ámbito de aplicación de la Ley, la extracción ocasional y de escasa importancia de recursos minerales, cualquiera que sea su clasificación, siempre que se lleve a cabo por el propietario de un terreno para su uso exclusivo y no exija la aplicación de técnica alguna minera.

Como recursos independientes, los hidrocarburos líquidos y gaseosos, se regirán por la Ley 34/1998 del Sector de Hidrocarburos.

· Titularidad de los derechos mineros.
Podrán serlo las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras.

Respecto a las inversiones extranjeras, se estará a lo dispuesto con carácter general en la Ley reguladora de las mismas. Cuando se trate de minerales de interés estratégico, se asimilarán a las actividades relacionadas con la defensa nacional.

Los Estados extranjeros podrán adquirir derechos mineros, y efectuar inversiones de capital, previa autorización del gobierno español.

· Transmisión de los derechos mineros.
A/Inter vivos.

Los derechos de autorización de recursos de la Sección A o de aprovechamiento de recursos de la Sección B podrán ser transmitidos, arrendados y gravado en todo o en parte, por cualquier medio admitido en derecho. Se requiere la oportuna autorización por la Delegación Provincial del Ministerio de Industria.

Los de la Sección C, también podrán serlo con sujeción al procedimiento establecido para la transmisión de los permisos de exploración y los de investigación.

B/Mortis causa.

Es preceptivo, en todo caso, la notificación a la Delegación Provincial competente del Ministerio de Industria en el plazo de 1 año desde el fallecimiento a efectos de obtener la correspondiente autorización administrativa.

· Inscripción.

-A los simples efectos de publicidad, tanto la concesión como la transmisión se inscribirán en el Libro Registro de Concesiones que lleva cada Delegación Provincial del Ministerio de Industria.

-La Inscripción en el R.P. se regula en los arts. 62 y 63 del R.H. El título inscribible será el título de concesión, complementado por la copia certificada del plano de demarcación. Se inscribirá en el Libro del Ayuntamiento o sección correspondiente al punto de la demarcación de su perímetro. Los distintos actos de transmisión y gravamen de permisos, autorizaciones y concesiones de derechos mineros serán objeto de inscripción o de anotación preventiva según los casos, mediante la correspondiente Escritura Pública.

MONTES
· REGULACIÓN.
La propiedad de los montes está actualmente regulada por Ley 43/2003 de 21 de Noviembre, que establece la regulación básica de la materia al amparo del artículo 149.1.23 de la Constitución Española, y que surge con un doble objeto a la luz del básico principio de gestión forestal sostenible:

-Garantizar la conservación de los montes españoles.

-Promover su restauración, mejora y racional aprovechamiento.

 
Esta Ley ha sido modificada recientemente por la Ley 10/2006 de 28 de abril, que según su exposición de motivos, trata de definir de una mejor forma la concreta atribución de competencias a las diferentes AA.PP.,  establecer medidas más eficaces para la protección de los montes en materia de incendios forestales y una regulación más clara respecto a la protección que dispensan los sistemas administrativos de registro y catálogos de los distintos tipos de montes.

· DEFINICIÓN:

Ex artículo 5 de la ley se entiende por monte con carácter general todo terreno en que vegetan especies  forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, pero además se asimilan como montes:

1.Los terrenos yermos, roquedos y arenales.

2.Las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se ubican.

3.Los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que determine la comunidad autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos de su estado forestal.

4.Todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, se adscriba a la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la normativa aplicable.

5.Añadido por Ley 10/2006.Los enclaves forestales en terrenos 

agrícolas con la superficie mínima determinada por la Comunidad Autónoma.

No tienen, sin embargo, la consideración de montes:

- Los terrenos dedicados al cultivo agrícola

- Los terrenos urbanos y aquellos otros que excluya la CCAA respectiva en su normativa forestal y urbanística.

· CLASES DE MONTES:

 Los montes pueden ser

 1.-Públicos:  Los pertenecientes al Estado, a las comunidades autónomas, a las entidades locales y a otras entidades de derecho público. 

a)De domino público o demaniales, que integran el dominio público forestal. Son inalienables, imprescriptibles e inembargables y no están sujetos a tributo alguno que grave su titularidad. Son:

1.Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta Ley, así como los que se incluyan con posterioridad.

2.Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

3.Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan sido afectados a un uso o servicio público.

b)Patrimoniales, los de propiedad pública que no sean demaniales. 

Pueden ser objeto de usucapión mediante la posesión en concepto de dueño, pública, pacífica y no interrumpida durante 30 años.

 2.-Privados: Los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad. Serán gestionados por su titular, el cual podrá contratar su gestión con personas físicas o jurídicas de derecho público o privado o con los órganos forestales de las CC.AA. donde radiquen.

3.-Vecinales en mano común: Se defiende su naturaleza especial como comunidad germánica y por tanto son indivisibles, inalienables, imprescriptibles e inembargables, pero en lo demás su régimen es común con los privados. Les será aplicable esta Ley, pero sin perjuicio de lo establecido en su legislación especial.

4.-Montes protectores y montes con otras figuras de especial protección. Añadido por Ley 10/2006, de 28 de abril.

Por razón de sus especiales características, los montes podrán clasificarse en protectores y montes con otras figuras de especial protección, de conformidad con lo establecido en el capítulo IV bis de esta Ley. (por ej.: cuando formen parte de espacios naturales protegidos, por su diversidad biológica,... etc.).

La declaración de monte protector y de monte con  otras figuras de especial protección se hará por la Administración de la C.A. correspondiente, previo expediente.

Cuando las CC.AA. hayan declarado montes protectores y montes con otras figuras de especial protección deberán crear los Registros de Montes Protectores y de Montes con otras figuras de especial protección correspondientes, registros públicos de carácter administrativo  en los que constarán las cargas, gravámenes y demás derechos reales que soporten los montes incluidos en ellos.

Las CC.AA. darán traslado al Ministerio de Medio Ambiente, al menos una vez al año, de las inscripciones o desclasificaciones que se practiquen en los registros.

· PARTICULARIDADES EN EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS MONTES “CATALOGADOS”.
 
El Catálogo de Montes de utilidad pública es un registro público de carácter administrativo en el que se inscriben todos los montes declarados de utilidad pública, llevado por las CC.AA.

A partir de la entrada en vigor de esta ley, las Comunidades Autónomas podrán incluir en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública los montes públicos comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

1.Que cumplan alguna de las características enumeradas en los artículos 24 y 24 bis. (Montes protectores y montes con otras figuras especiales de protección).

2. Los que, sin reunir plenamente en su estado actual las características de los montes protectores o con otras figuras de especial protección, sean destinados a la restauración, repoblación o mejora forestal con los fines de protección de aquéllos.

3.Aquellos otros que establezca la comunidad autónoma en su legislación.

-Efectos jurídicos de la inclusión montes en el Catalogo de montes de uti.pub.:

- La titularidad que en catálogo se asigne a un monte sólo puede impugnarse en juicio declarativo ordinario de propiedad ante los tribunales civiles, en los que será parte demandada la C.A., además, en su caso, de la Entidad titular del Monte.

- La nueva ley no contempla la prescripción de los montes catalogados y ex artículo 14 parece no ser posible (lo cual es novedad).

- No cabe el ejercicio de acciones reales del art.41 LH.

-La inscripción en el Registro de la Propiedad de estos montes o derechos sobre ellos es obligatoria y se realiza mediante certificación acompañada de un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde en su caso,  en la que se incluirá referencia catastral  del inmueble o inmuebles que constituyan el monte catalogado de acuerdo con la Ley 48/2002 del Catastro Inmobiliario..

DERECHOS DE TANTEO Y RETRACTO EN MONTES:
-A favor de la CCAA en las transmisiones onerosas:

           -de montes de superficie superior a un límite que se fijará por cada CA.

-de montes clasificados como protectores y con otras figuras de especial protección.

 B.-A favor de la Administración titular del monte colindante o que contiene al enclavado en cuestión en las transmisiones onerosas:

- De montes enclavados en un monte público o colindantes con él, prefiriéndose en caso de colisión de derechos la Administración cuyo monte tenga mayor linde común con el terreno transmitido.

Como excepción no se dan estos derechos si los montes se aportan a una sociedad en que los titulares transmitentes deben ostentar una participación mayoritaria durante al menos 5 años.

Estos derechos son preferentes a cualquier otro de adquisición preferente ( incluir en el tema de retractos de civil) y los notarios no autorizarán escrituras que comprendan estas transmisiones sin que se justifique notificación fehaciente a la administración pertinente, que tiene tres meses para el ejercicio del tanteo y un año en caso contrario desde que tenga conocimiento de la transmisión o desde su inscripción en el Registro (si bien los Registradores no deberán inscribir sin acreditarse la notificación mencionada).

****LEY 5/2007 DE LA RED DE PARQUES NACIONALES.

Norma que tiene por objeto la conservación de los denominados “Sistemas Naturales Españoles”, considerando como tales, conforme a su artículo 3: 

Los espacios naturales de alto valor ecológico y cultural, poco transformados por la acción del hombre que por sus paisajes, ecosistemas, flora, fauna, geología o de sus formaciones geomorfológicas posean valores ecológicos, estéticos, culturales, educativos y científicos destacados.
 

La declaración de un espacio natural como Parque Nacional supone una serie de efectos jurídicos, entre otros:

-Derechos de Tanteo y Retracto a favor de la Administración competente respecto de los actos o negocios jurídicos de carácter oneroso y celebrados ínter vivos que comporten la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos reales que recaigan sobre bienes rústicos situados en el interior del mismo, incluidas cualesquiera operaciones o negocios en virtud de los cuales se adquiera la mayoría en el capital social de sociedades titulares de los derechos reales citados.

-Un gran número de prohibiciones: No Pesca Deportiva y Recreativa, ni caza deportiva ni comercial, ni tala comercial, no urbanización ni edificación salvo instalaciones precisas con arreglo al Plan Rector,... etc.

LIMITACIONES DERIVADAS DE LA LEGISLACIÓN DE COSTAS

· Normativa:

-Ley 22/1988 de Costas.

-RD 1989 por el que se aprueba el reglamento general de desarrollo y ejecución de la Ley 22/1988.


Las Costas son bienes de dominio público. Sobre ellas no puede existir propiedad privada.


Al igual que sucede en materia de aguas terrestres, también el dominio público marítimo-terrestre es fuente de limitaciones a la propiedad de los terrenos contiguos al mismo.


Así el Título II de la Ley 22/1988 lleva la rúbrica “LIMITACIONES DE LA PROPIEDAD SOBRE LOS TERRENOS CONTIGUOS A LA RIBERA DEL MAR POR RAZONES DE PROTECCIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE”.

Comienza diciendo que los terrenos colindantes con el dominio público marítimo-terrestre estarán sujetos a las limitaciones y servidumbres que se determinan en el presente título, prevaleciendo sobre la interposición de cualquier acción. Las servidumbres serán imprescriptibles en todo caso.


Se exceptúan de esta sujeción los terrenos expresamente declarados de interés para la seguridad y la defensa nacional, conforme a su legislación específica.


A continuación regula lo que denomina servidumbres legales, otras limitaciones de propiedad la zona de influencia.

· Servidumbres legales.
1- Servidumbre de Protección.

La servidumbre de protección recaerá sobre una zona de 100 metros medidos tierra adentro desde el límite interior de la ribera del mar, pudiendo ser ampliada por la Administración del Estado, de acuerdo con la de la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento correspondiente, hasta un máximo de otros 100 metros, cuando sea necesario para asegurar la efectividad de la servidumbre.

En los terrenos comprendidos en esta zona se podrán realizar sin necesidad de autorización cultivos y plantaciones, sin perjuicio de lo establecido para la servidumbre de tránsito..

En los primeros 20 metros de esta zona se podrán depositar temporalmente objetos o materiales arrojados por el mar y realizar operaciones de salvamento marítimo; no podrán llevarse a cabo cerramientos, salvo en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

En la zona de servidumbre de protección estarán prohibidos:

   
1.Las edificaciones destinadas a residencia o habitación.

2.La construcción o modificación de vías de transporte interurbanas y las de intensidad de tráfico superior a la que se determine reglamentariamente, así como de sus áreas de servicio.

3.Las actividades que impliquen la destrucción de yacimientos de áridos.

4.El tendido aéreo de líneas eléctricas de alta tensión.

5.El vertido de residuos sólidos, escombros y aguas residuales sin depuración.

6.La publicidad a través de carteles o vallas o por medios acústicos o audiovisuales.

Algunas de estas prohibiciones pueden ser excepcionalmente levantadas, y, en todo caso, los usos permitidos en esta zona estarán sujetos a autorización.

2-Servidumbre de tránsito.

Recaerá sobre una franja de 6 metros, ampliable a 20 en lugares de tránsito difícil o peligroso, medidos tierra adentro a partir del límite interior de la ribera del mar. 

Esta zona deberá dejarse permanentemente expedita para el paso público peatonal y para los vehículos de vigilancia y salvamento, salvo en espacios especialmente protegidos.

Excepcionalmente caben dos tipos de ocupaciones:

1-por obras a realizar en el dominio público marítimo-terrestre. 

2-para la ejecución de paseos marítimos.

3-Servidumbre de acceso público y gratuito al mar.

Recaerá sobre los terrenos colindantes o contiguos al dominio público marítimo-terrestre, en la longitud y anchura que demanden la naturaleza y finalidad del acceso.

Para asegurar el acceso al dominio público, los instrumentos de planeamiento preverán accesos suficientes al mar y aparcamientos fuera de la zona demanial; estos accesos –en zonas urbanas y urbanizables- estarán separados entre sí 500 metros si son de tráfico rodado y 200 metros si son peatonales. 

No podrán los accesos ser obstaculizados por obras que impidan ese acceso, salvo que se propongan soluciones alternativas.

· Otras limitaciones de la propiedad.
En los tramos finales de los cauces deberá mantenerse la aportación de áridos a sus desembocaduras. Para autorizar su extracción, se necesitará el informe favorable de la Administración del Estado.

· Zona de influencia.
Zona fijada por los distintos instrumentos de ordenación territorial y urbanísticos, que será como mínimo de 500 metros a partir del límite interior de la ribera del mar, con el objeto de evitar la formación de pantallas arquitectónicas al realizar construcciones y prever reservas de suelo para aparcamientos de vehículos. 

Más que limitaciones del dominio, son criterios de ordenación de carácter genérico, dirigidos a quien ha de elaborar y aprobar los planes. 

José Luis Crespo Prada








Opositor Notarías (León).
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